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Temas: 
DERECHO A LA SALUD / PRESTACIÓN INTEGRAL DE LOS SERVICIOS DE SALUD. [L]a titular del derecho fundamental invocado se encuentra padeciendo unas patologías específicas y determinadas, que al ser crónicas requieren de un tratamiento indefinido y constante, y por ende conlleva a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esas enfermedades, como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, el seguimiento de los tratamientos para la enfermedad, ello como una garantía mínima que se debe preservar por parte del Establecimiento de Sanidad EPS, la cual tiene el deber de gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación. Así las cosas, se hace necesario proteger el derecho fundamental a la salud de la señora MARTÍNEZ HERNÁNDEZ, y en razón de ello, se ordenará a la DIRECTORA DEL DISPENSARIO MÉDICO No. 3029 DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 “BATALLA DE SAN MATEO”, así como al DIRECTOR DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL que en el marco de las competencias que le corresponda a cada uno, procedan a realizar las gestiones pertinentes para autorizar y programar la realización de los exámenes que fueron ordenados por parte del médico tratante a la actora desde el 14 de septiembre de 2017 (folios 4 y 5), y los que en adelante requiera, con ocasión de las patologías que fueron puestas en conocimiento de esta instancia judicial dentro del presente asunto. 
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora GLORIA MARTÍNEZ HERNÁNDEZ, en contra de la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, por la presunta vulneración de su derecho fundamental a la salud, la vida y la integridad personal. 
ANTECEDENTES:

Manifestó la accionante que fue diagnosticada con “Traumatismo del tendón del manguito rotatorio del hombro, síndrome de abducción dolorosa del hombro y lesión del nervio cubital”, patología para la cual su médico tratante determinó que era necesario practicarle unos exámenes denominados “Resonancia magnética del hombro derecho, resonancia magnética de columna cervical”, así como una consulta con un especialista ortopedista y cirujano de mano. Posteriormente se acercó al establecimiento de sanidad respectivo para que le fueran autorizados los exámenes ordenados por dicho galeno, sin embargo lo único que le indicaron es que no tienen la prestación de servicio para esa especialidad. 
Refirió la señora GLORIA que tal impedimento afecta su salud, y que no cuenta con recursos económicos para asumir el costo del tratamiento médico que requiere.
PRETENSIONES:

Con base en los hechos anteriormente relacionados, solicitó la actora que se le amparen sus derechos fundamentales invocados inicialmente, y en consecuencia se ordene a la Dirección General de Sanidad Militar del Ejército Nacional, que proceda a autorizar y realizar los exámenes médicos que fueron prescritos por su médico tratante, así como que, en adelante, se le garantice de forma integral la prestación de todos los servicios médicos que requiera con ocasión de sus patologías. 
TRÁMITE PROCESAL:

La presente acción de tutela se recibió en este Despacho el 16 de noviembre de 2017, y se avocó su conocimiento por medio de auto del día siguiente, proveído dentro del cual se vinculó al Director General de Sanidad del Ejército Nacional, y la Directora del Dispensario Médico No. 3029 del Batallón de Artillería No. 8 “Batalla de San Mateo”. 

RESPUESTA DE LOS ACCIONADOS Y VINCULADOS:

Directora Dispensario Médico No. 3029 “Batallón de Artillería No. 8” Batalla de San Mateo: expuso que la señora GLORIA MARTÍNEZ HERNÁNDEZ no se ha presentado en ese Dispensario Médico para solicitar la atención que en esta oportunidad reclama, sin embargo, indicó que si ella cuenta con las órdenes médicas en documento original, y que hayan sido expedidas por su médico tratante, puede acercarse a la central de citas de ese Dispensario para que sean tramitadas y se emitan las respectivas autorizaciones 
De acuerdo a lo anterior, solicitó que se desestimen las pretensiones planteadas por la accionante declarando la improcedencia de la acción promovida, y además, desvincular del asunto a ese Dispensario Médico. 

Por su parte la Dirección de Sanidad del Ejército Nacional envió una aparente respuesta vía correo electrónico el día 24 de noviembre del año que transcurre, indicando que esa era su contestación para que fuera tenida en cuenta dentro de la presente acción, no obstante, el mensaje enviado no contenía ningún archivo adjunto, razón por la cual se les solicitó que subsanaran ese error, pero no lo hicieron, entendiéndose entonces que por parte suya no hubo ninguna respuesta. 
PROBLEMA JURÍDICO:

Se deberá establecer en el presente asunto si por parte de alguna de las entidades involucradas en el presente asunto se han vulnerado los derechos fundamentales de la señora GLORIA MARTÍNEZ HERNÁNDEZ, de manera que deban ampararse a través de este mecanismo constitucional. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000.

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
En nuestro ordenamiento jurídico el derecho a la salud y la seguridad social están consagrados en el artículo 49 constitucional, conforme al cual “La atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.”; bajo ese entendido, todos los habitantes del territorio nacional tienen derecho a contar con atención en salud a través de cualquiera de los regímenes de seguridad social vigentes en nuestro país, subsidiado o contributivo, y para el caso de los soldados y policías, y sus beneficiarios, a través del régimen especial de las fuerzas armadas, ello como una materialización del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución. 

Sin embargo al momento de solicitar su protección vía tutela, es deber del Juez constitucional verificar el cumplimiento de ciertos requisitos ello por cuanto existe un límite razonable al ejercicio de este derecho:

“los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad consagrados en el artículo 49 de la Carta Política suponen un límite razonable al derecho fundamental a la salud, haciendo que su protección mediante vía de tutela proceda en principio cuando: (i) esté amenazada la dignidad humana del peticionario; (ii) el actor sea un sujeto de especial protección constitucional y/o (iii) el solicitante quede en estado de indefensión ante su falta de capacidad económica para hacer valer su derecho.”
 

En ese orden de ideas, se debe tener claro que nuestra Máxima Guardiana Constitucional reconoce como sujetos de especial protección a los niños y niñas, a los sujetos en condiciones de vulnerabilidad, a las personas en situación de discapacidad y a las personas de la tercera edad; con base en ello, se puede ver que en el presente asunto la acción de tutela deviene en procedente y se torna en un mecanismo idóneo para la protección del derecho a la salud de la señora GLORIA MARTÍNEZ HERNÁNDEZ, ya que teniendo en cuenta su avanzada edad, se encuentra ubicada dentro de ese grupo poblacional que goza de una especial protección por parte del Estado. 
El asunto puesto en consideración de esta Colegiatura gira en torno a establecer si es o no viable, ordenar a través de este mecanismo constitucional a la autoridad que corresponda, la práctica de los procedimientos médicos denominados “Resonancia magnética del hombro derecho, resonancia magnética de columna cervical” que le prescribió a la accionante su médico tratante con ocasión de las múltiples enfermedades que padece, y que fueron relacionadas en su escrito inicial. 
Lo anterior, por cuanto según afirma la accionante, no ha sido posible lograr su autorización por medio del Establecimiento de Sanidad, dado que tampoco se han tomado el trabajo de recibir las órdenes médicas para estudiar la posibilidad de su autorización, lo que se desprende de la constancia suscrita por la Auxiliar de Magistrado, quien estableció comunicación telefónica con la actora para preguntarle si tenía alguna constancia de la presentación de las fórmulas médicas ante la entidad accionada, a lo que respondió la señora MARTÍNEZ HERNÁNDEZ que: 

“no tenía ningún certificado de ello, por cuanto en esa Institución ni siquiera se tomaron el trabajo de recibirle las fórmulas, únicamente admitieron una orden para la práctica de una endoscopia, bajo el argumento de que en este momento no tienen convenio para la realización de los demás exámenes que requiere. 

Además, refirió que no es la primera vez que recibe este tipo de negativa por parte de la accionada, pues obstaculizan todas las órdenes que le prescribe su médico, y señaló que padece tantos malestares por el síndrome del “manguito rotador” que dicho galeno le tiene que prescribir calmantes constantemente, con lo cual se encuentra “intoxicando” su organismo sin que se ataque en sí la enfermedad  

En este sentido se debe recordar que ha sido la Corte Constitucional la que de manera genérica ha establecido que el acceso a la salud debe ser eficiente, oportuno y de calidad, de tal suerte que si se niega uno solo de los componentes que permiten la recuperación del paciente, se le está afectando injustificadamente. Por ello es necesario imponer forzadamente esta atención, para evitar que se presente aquella vulneración, e impedir así una amenaza en sus derechos, acorde con lo previsto en el artículo 5º del Decreto 2591 de 1991. Así lo ha expuesto el órgano de cierre constitucional:

“La jurisprudencia constitucional ha señalado que el principio de integralidad impone su prestación continua, la cual debe ser comprensiva de todos los servicios requeridos para recuperar la salud. La determinación y previsión de los servicios requeridos para la plena eficacia del derecho a la salud, como reiteradamente se ha señalado, no corresponde al usuario, sino al médico tratante adscrito a la EPS, de la siguiente manera: 

“La atención y tratamiento a que tienen derecho los pertenecientes al sistema de seguridad social en salud cuyo estado de enfermedad esté afectando su integridad personal o su vida en condiciones dignas, son integrales; es decir, deben contener todo cuidado, suministro de medicamentos, intervenciones quirúrgicas, prácticas de rehabilitación, exámenes para el diagnóstico y el seguimiento, así como todo otro componente que el médico tratante valore como necesario para el pleno restablecimiento de la salud del paciente o para mitigar las dolencias que le impiden llevar su vida en mejores condiciones; y en tal dimensión, debe ser proporcionado a sus afiliados por las entidades encargadas de prestar el servicio público de la seguridad social en salud”. 

“Así, la integralidad en la prestación del servicio de salud está encaminada a (i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología.

“En consecuencia, una EPS vulnera el derecho fundamental a la salud de una persona cuando presta un servicio en salud fraccionado, dejando por fuera exámenes, medicamentos y demás procedimientos que la persona requiere para recuperarse, no autoriza el transporte medicalizado necesario para acceder al tratamiento o aminorar sus padecimientos, todos los cuales hayan sido prescritos por el médico tratante. No importa si algunos de los servicios en salud son POS y otros no lo son, pues “las entidades e instituciones de salud son solidarias entre sí, sin perjuicio de las reglas que indiquen quién debe asumir el costo y del reconocimiento de los servicios adicionales en que haya incurrido una entidad que garantizó la prestación del servicio de salud, pese a no corresponderle”.
 

En esas condiciones, no puede perderse de vista que estamos ante un sujeto de especial protección constitucional, teniendo en cuenta la avanzada edad de la accionante, y que además sus patologías la ubican en un estado de debilidad manifiesta, enmarcándose así dentro de aquellos casos en que la protección debe ser reforzada por parte del Juez constitucional, y el análisis del caso concreto debe ser menos riguroso respecto de la carga de la prueba y los requisitos de procedibilidad que debe demostrar quien promueve la solicitud de amparo, dada la privilegiada posición de este grupo poblacional, constitucionalmente hablando. 

Reforzando lo dicho atrás, es menester tener en cuenta también que la titular del derecho fundamental invocado se encuentra padeciendo unas patologías específicas y determinadas, que al ser crónicas requieren de un tratamiento indefinido y constante, y por ende conlleva a la ineludible protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar esas enfermedades, como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, el seguimiento de los tratamientos para la enfermedad, ello como una garantía mínima que se debe preservar por parte del Establecimiento de Sanidad EPS, la cual tiene el deber de gestionar los trámites pertinentes para que se le garantice la prestación efectiva de cada uno de los servicios que le sean prescritos por sus médicos tratantes para su efectiva recuperación. 
Así las cosas, se hace necesario proteger el derecho fundamental a la salud de la señora MARTÍNEZ HERNÁNDEZ, y en razón de ello, se ordenará a la DIRECTORA DEL DISPENSARIO MÉDICO No. 3029 DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 “BATALLA DE SAN MATEO”, así como al DIRECTOR DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL que en el marco de las competencias que le corresponda a cada uno, procedan a realizar las gestiones pertinentes para autorizar y programar la realización de los exámenes que fueron ordenados por parte del médico tratante a la actora desde el 14 de septiembre de 2017 (folios 4 y 5), y los que en adelante requiera, con ocasión de las patologías que fueron puestas en conocimiento de esta instancia judicial dentro del presente asunto. 
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental a la salud de la señora GLORIA MARTÍNEZ HERNÁNDEZ. 
SEGUNDO: ORDENAR al ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 “BATALLA DE SAN MATEO” DISPENSARIO MÉDICO NO. 3029, así como a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL que en el marco de las competencias que le corresponda a cada uno, procedan a realizar las gestiones pertinentes para a autorizar y programar la realización de los exámenes que fueron ordenados por parte del médico tratante a la señora GLORIA MARTÍNEZ HERNÁNDEZ desde el 14 de septiembre de 2017 denominados ““Resonancia magnética del hombro derecho, resonancia magnética de columna cervical”. 

TERCERO: ORDENAR al ESTABLECIMIENTO DE SANIDAD MILITAR DEL BATALLÓN DE ARTILLERÍA No. 8 “BATALLA DE SAN MATEO” DISPENSARIO MÉDICO NO. 3029, así como a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DEL EJÉRCITO NACIONAL, que en adelante se asegure de garantizarle a la señora GLORIA MARTÍNEZ HERNÁNDEZ la protección integral en todo aquello que se requiera para sobrellevar las patologías que fueron puestas en conocimiento de esta instancia judicial, tales como el suministro de medicamentos, exámenes de diagnóstico, y el seguimiento de los tratamientos para sus enfermedades. 
CUARTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y en caso de no ser objeto de recurso REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, Sentencias T-760 de 2008, T-922 de 2009 y T-189 de 2010, entre otras.


� Sala Novena de Revisión, Sentencia T-022 de 18 de enero de 2011, MP. Luis Ernesto Vargas Silva.
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